
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  257543104002200400047-00 
Ubicación  106831 – 23  
Condenado LUIS EDUARDO GARCIA VALBUENA 
C.C # 79734330 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 9 de Febrero de 2024, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia 102 del 
VEINTISEIS (26) de ENERO de DOS MIL VEINTICUATRO (2024) por el término 
de cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a 
lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 14 de Febrero de 2024. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  257543104002200400047-00 
Ubicación  106831 
Condenado LUIS EDUARDO GARCIA VALBUENA 
C.C # 79734330 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 15 de Febrero de 2024, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 20 de Febrero de 2024 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Señor(a) 

JUEZ VEINTITRES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C. 

Dra. NANCY PATRICIA MORALES GARCIA 

Correo electrónico: 

Dirección: 

Bogotá D.C. 

 

 

ASUNTO: APELACIÓN contra interlocutorio No. 102 de 26 de enero 

de 2024. 

Rad. No. 25754-31-04-002-2004-00047-00 

 

 

EDISSON HUMBERTO PRIETO VILLAREAL, identificado con la 

cédula de ciudadanía número: 80.895.229 de Bogotá, portador de la T.P. 

número: 373.618 del C. S. de la Judicatura, actuando como apoderado del 

señor LUIS EDUARDO GARCIA VALBUENA, quien se encuentra en 

prisión domiciliaria, con todo respeto procedo a apelar su decisión de 

“ESTESE A LO RESUELTO” de el numeral primero del resuelve en el 

interlocutorio No. 102 de 26 de enero de 2024 negando la aplicación del 

inciso tercero del artículo 481 de la Ley 600 de 200024,delcualfui notificado 

el 29 de enero de 2024, estando dentro del término para recurrir y sustentar 

el recurso que presento ante su Honorable Despacho. 

 

ANTECEDENTES 

 

Fueron descritos por su Honorable Despacho de la siguiente manera: 

 

“LUIS EDUARDO GARCIA VALBUENA, fue condenado por el 

(Cundinamarca), el doce (12) de agosto del año dos mil cuatro 

(2004),a la pena principal de 39 años de prisión, y a las penas 

accesorias de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 

públicas, como autor de la conducta punible de homicidio agravada, 

negándole el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución 

de la pena y la prisión domiciliaria, decisión modificada por la Sala 

Penal del Tribunal Superior de Cundinamarca mediante sentencia de 
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fecha 23 de noviembre de 2004 fijando como quantum punitivo 384 

meses de prisión. 

 

Mediante decisión del 30 de abril de 2009 el Juzgado 1° de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Popayán le concedió rebaja del 

5 % de la pena al que hacía alusión el artículo 70 de la ley 975 de 

2005, estableciendo una pena de 364 meses y 24 días. A la anterior 

decisión le fue adicionada mediante decisión del20de diciembre de 

2011 del Juzgado de ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Girardot, en el entendido que el sanciona era merecedor de la rebaja 

de un 5 % adicional la cual es tratada en el artículo 70 de la ley 975 

de 2005, correspondiente a un descuento de 19 meses y 6 días. 

Estableciendo como pena definitiva a descontar un total de 345 

meses y 18 días.  

 

En providencia del9 de septiembre de 2019 el Juzgado Homólogo de 

Girardot le otorgó la prisión domiciliaria como sustitutivo de la 

prisión domiciliaria, beneficio que le fue revocado mediante decisión 

del 18 de junio de 2014, proferido por el Juzgado 8 de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, y una vez en firme 

(13/08/2014) se libraron las respectivas órdenes de captura. 

 

Como consecuencia de la investigación y posterior sentencia, LUIS 

EDUARDO GARCIA VALBUENA, se ha encontrado privado de la 

libertad en dos períodos: 1) desde el 10 de octubre de 2003 al 13 de 

agosto de 2014, cuando quedó ejecutoriada la revocatoria; 2) desde 

el19 de abril de 2022 a la fecha.” 

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

La defensa, dentro de este medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, con el debido respeto y dentro de los términos legales, me 

permito sustentar el RECURSO DE APELACIÓN, frente a la decisión del 

Interlocutorio 102 de 26 de enero de 2024 y notificado el 29 de enero de 

2024 al suscrito defensor, en atenta solicitud se conceda ante el Honorable 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., y sobre el cual me 

pronuncio de la siguiente manera: 
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El problema jurídico planteado ante el aquo con todo respeto se refiere a la 

vulneración de los derechos al Debido Proceso, Igualdad y las garantías de 

Legalidad y Seguridad Jurídica, como es la cosa juzgada. 

 

Lo anterior por cuanto, a pesar de que el inciso tercero del artículo 481 de la 

Ley 600 de 200 consagra: 

“ARTICULO 481. DECISION.  Recibida la solicitud, el juez de 

ejecución de penas y medidas de seguridad, resolverá dentro de los 

tres (3) días siguientes, mediante auto interlocutorio en el cual se 

impondrán las obligaciones a que se refiere el Código Penal, cuyo 

cumplimiento se garantizará mediante caución. 

El tiempo necesario para otorgar la libertad condicional se 

determinará con base en la pena impuesta en la sentencia. 

La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que 

cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en 

cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere 

imponerse.” (Subrayas y negrillas fuera de texto) 

 

Así las cosas, son equívocos los argumentos que utilizó el Juez de ejecución 

de Pernas, sin ningún sustento, sino más bien una apreciación subjetiva, para 

darle aplicabilidad a la ley como está escrita. Prefirió soslayar la seguridad 

jurídica y la cosa juzgada al modificar una condena ejecutoriada, inmutable. 

Bastaría afirmar, entonces, con los principios generales del derecho, con los 

grandes postulados sempiternos, que, si la ley no se refiere expresamente a 

excepciones, tampoco puede hacerlo el intérprete (Ubi lex non distinguit, 

nec nos distinguire debemus); y que cuando la ley lo quiere, lo dice. Si no 

lo quiere, calla (Ubi lex voluit dixit, ubi noluit tacuit). 

 

Con todo respeto, observemos algunas sentencias de los tribunales y las 

Altas Cortes, como se refirieron al respecto: 

La Corte Constitucional en Sentencia T-389/09 Magistrado Ponente: Dr. 

HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, así lo reseñó: 
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“Planteamiento del caso y del problema jurídico. 

  

9.- El señor ADRIÁN ESTEBAN LÓPEZ JIMÉNEZ, fue condenado a 

42 años y 36 meses de prisión por los delitos de Homicidio Agravado 

en Concurso con Porte Ilegal de Armas de Fuego de Defensa 

Personal, mediante sentencia del 25 de agosto de 2000, dictada por 

el Juzgado veintiséis (26) Penal del Circuito de Medellín. En el 2003 

y 2005, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Valledupar redosificó la pena, y la fijó en 26 años, 6 

meses y 22 días de prisión. En agosto de 2005, el actor solicitó la 

aplicación del beneficio consistente en la rebaja del 10% de la pena, 

consagrado en el artículo 70 de la ley 975 de 2005 (Ley de justicia y 

paz, el cual fue concedido por el Juzgado de Descongestión de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Distrito Judicial de 

Valledupar, mediante Auto del 6 de octubre de 2005. 

  

Luego, en diciembre de 2005, solicita al Juez Primero de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Valledupar la rectificación del 

reconocimiento del beneficio concedido, de modo que sume el tiempo 

equivalente a la rebaja, al tiempo efectivamente cumplido (en los 

términos del inciso tercero del artículo 481 del Código de 

Procedimiento Penal), y no lo reste al tiempo que le falta por cumplir. 

A su turno, en Auto del 29 de diciembre de 2005, el Juzgado Primero 

en comento, corrige la aplicación de la rebaja de la pena en el sentido 

pretendido por el ciudadano LÓPEZ JIMÉNEZ.” 

 

El Tribunal Superior del Distrito Superior del distrito Judicial de Pereira, 

Sala de Decisión Penal, M.P. Dr. JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

RADICACIÓN: 660013187002-2005-00848-01, así lo decidió: 

 

“En consecuencia, se hace necesario conceder la rebaja de pena 

contemplada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, para lo cual se 

procederá así: mediante el fallo proferido el veintidós (22) de abril de 

dos mil cinco (2005) por parte del señor Juez Sexto Penal Municipal 

de Pereira, al sentenciado se le impuso pena de prisión del orden de 

cincuenta y dos (52) meses y quince (15) días de prisión. Para efectos 

de hacer más simples las operaciones, se convierte tal lapso a días, lo 
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cual nos arroja 1575. Se tiene entonces que el descuento corresponde 

a 157 días (décima parte), que de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 481 de la Ley 600 de 2000, será tenido en cuenta como parte 

de la pena cumplida y por consiguiente, lo pertinente otorgar una 

redención de pena equivalente a cinco (5) meses y siete (7) días, tanto 

en la sanción aflictiva de la libertad, como en la accesoria de 

inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.” 

(subrayas y negrillas fuera del texto original) 

 

Igualmente, el mismo Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en 

decisión de octubre treinta y uno (31) de dos mil seis (2006), M.P. JORGE 

ARTURO CASTAÑO DUQUE, RADICACIÓN:660013187001-2004-

00783-04, así se pronunció: 

“Aclarado lo anterior, entra el Tribunal a definir el asunto principal 

del recurso. Para el efecto, debe decirse que, a simple vista, razón le 

asiste al apelante, cuando refiere que las rebajas punitivas 

concedidas en aplicación del principio de favorabilidad deben 

abonarse al tiempo efectivamente purgado. Así lo establece no solo 

la jurisprudencia1, sino el mismo artículo 481 de la Ley 600 de 

20002 en su inciso tercero, del siguiente tenor: La reducción de las 

penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de 

pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida 

de la pena impuesta o que pudiere imponerse. 

 

Sin embargo, en la práctica, es necesario antes de apegarse al sentido 

estricto de la norma, realizar pluralidad de cálculos para establecer 

la forma de disminución que más se acomode a los intereses del 

interno, en especial porque tal como acontece en este evento, el 

artículo 351 del Nuevo Código de Procedimiento Penal no establece 

una rebaja fija, sino una que podrá ser hasta del 50%. En esas 

condiciones las variaciones que se hagan sobre la pena, en 

determinado momento pueden no resultar tan benéficas para el 

sentenciado, lo que podría ocurrir cuando se pueda llegar a 

                                                           
1 Cfr, auto de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón. 

2 Similar norma se reprodujo en el artículo 472 de la Ley 906 de 2004. 
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desprender de la rebaja concedida, por ejemplo, que el monto de la 

pena disminuya de tal manera que permita realizar un estudio sobre 

la suspensión condicional de la ejecución de la pena (36 meses o 

menos).  

 

En el presente evento, es necesario determinar cuál interpretación es 

más favorable para los intereses del interno, luego de lo cual se 

procederá a adoptar la decisión correspondiente. Debemos partir 

entonces de la pena que le fuera impuesta por esta Sala en providencia 

del cuatro (04) de junio de 2004 mediante la cual fijó la pena de 

prisión en nueve (9) años y siete (7) meses, es decir, ciento quince 

(115) meses3. Ahora bien, en auto de segunda instancia del tres (3) 

de agosto pasado, el Tribunal modificó la decisión adoptada en por el 

señor Juez a-quo y otorgó en aplicación del artículo 351 de la Ley 906 

de 2004, un descuento punitivo del orden del treinta y siete (37%) por 

ciento, equivalente a 64.86 meses, pero, además, hecho el ajuste 

correspondiente por razón del ya no vigente artículo 70 de la Ley 975 

de 2005, se restaron otros diez (10) meses y veintiocho (28) días de 

prisión. 

 

De manera esquemática y para el fin que aquí nos proponemos, 

tenemos que: 

 

La pena originalmente fijada para el señor CARMONA TORO, antes 

de aplicarse los descuentos punitivos era de ciento quince (115) meses 

de prisión. Se le rebajaron entonces en primera medida cinco (5) 

meses y once (11) días (art. 351 Ley 906 de 2004) y subsiguientemente 

otros diez (10) meses y veintiocho (28) días más. Así las cosas, la 

rebaja le reportó una disminución total de dieciséis (16) meses y nueve 

(9) días. Por tanto, dado que la pena definitiva quedó en noventa y 

ocho (98) meses y diecinueve (19) días de prisión, las tres quintas 

partes necesarias para estudiar la concesión de la libertad 

condicional, señalan que debe haber purgado una pena de cincuenta 

                                                           
3 La pena antes del descuento por acogimiento a sentencia anticipada, fue tasada en catorce (14) 

años y seis (6) meses, equivalentes a ciento setenta y cuatro (174) meses de prisión. 
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y nueve (59) meses y cinco (5) días como acertadamente se calculó en 

la primera instancia. 

 

De otro lado, de conformidad con lo solicitado por el sentenciado, 

para abonar los descuentos obtenidos como parte de pena cumplida, 

debemos partir de la sanción originalmente impuesta (115) meses (sin 

variación alguna). Entonces, tendríamos que para la fecha en que se 

presenta este proyecto, ha descontado físicamente treinta y cuatro 

(34) meses y veintiocho (28) días de prisión4. Sumamos el tiempo que 

ha redimido por trabajo, es decir, ocho (8) meses y cuatro (4) días, 

más los dieciséis (16) meses y nueve (9) días a los que hicimos 

referencia anteriormente, con lo cual tenemos que ha purgado un total 

de cincuenta y nueve (59) meses once (11) días de prisión. Empero, el 

cálculo para la libertad condicional debe partir de la pena inicial, es 

decir los 115 meses, y por tanto, sus tres quintas (3/5) partes 

representan sesenta y nueve meses (69) meses de prisión, los que 

obviamente tampoco ha cumplido. 

 

De los cálculos anteriores queda claro que en la primera hipótesis, 

todavía le faltarían al señor CARMONA TORO, a la fecha, dieciséis 

(16) meses por purgar. En la segunda, solamente le restarían nueve 

(9) meses y diecinueve (19) días. 

 

Frente a tal diferencia y con respaldo en las operaciones aritméticas 

efectuadas, concluye el Tribunal en primer lugar, que sea cual fuere 

el sistema escogido para determinar el cumplimiento del requisito 

objetivo con miras a conceder la libertad condicional en el presente 

evento, tal exigencia no se ha satisfecho; en segundo término, que en 

lo que concierne a la situación particular del señor HÉCTOR FABIO 

CARMONA TORO, se hace necesario dejar vigente la pena 

originalmente reconocida por esta misma Sala consistente en catorce 

(14) años y seis (6) meses de prisión. 

                                                           
4 Está detenido desde el veintisiete (27) de noviembre de 2003. 
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Por último, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 

600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal vigente para el 

momento de comisión de los hechos), se le reconoce al interno como 

tiempo cumplido de su pena, cinco (5) meses y once (11) días acorde 

con lo dispuesto en el art. 351 Ley 906 de 2004; así como otros diez 

(10) meses y veintiocho (28) días más, de conformidad con lo reglado 

en el desaparecido artículo 70 de la Ley 975 de 20055; de tal manera 

que la redención a la que accede en total por este concepto, será de 

dieciséis (16) meses y nueve (9) días de pena, la cual deberá ser 

sumada al tiempo físico que lleva detenido y a las otras redenciones 

concedidas por estudio y trabajo. 

 

 

En ese orden de ideas, se confirmará la decisión impugnada, en 

cuanto negó la concesión del beneficio pedido, pero se harán las 

aclaraciones pertinentes a las que se hizo alusión anteriormente.” 

(Subrayas y negrillas fuera del texto original). 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, además, resulta oportuno recordar que el 

artículo 139 del Código de Procedimiento Penal establece: 

“Sin perjuicio de lo establecido, en el artículo anterior, constituyen 

deberes especiales delos jueces, en relación con el proceso penal los 

siguientes: 

(…) 

3- Corregir los actos irregulares 

(…)” 

                                                           
5 En reciente decisión de segunda instancia del 10-08-2006, la Corte Suprema de Justicia. M.P. 

Dr. Alfredo Gómez Quintero sostuvo: “El reconocimiento de esa garantía es actualmente posible 

–precisa la Sala- para aquellas personas condenadas antes de la vigencia de la ley 975 que no 

hayan reclamado dicha rebaja de pena, la cual se justifica en los efectos hacia el futuro de la 
sentencia de inexequibilidad del artículo”. 
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Tal mandato, se encuentra reproducido en el inciso final del artículo 10 del 

mismo estatuto que establece: 

“La obligación de corregir los actos irregulares no sancionables con 

nulidad, siempre y cuando se respeten los derechos y garantías delos 

intervinientes.” 

 

Es así que se concluye que el Juzgado ejecutor está errando en su 

interpretación respecto de la aplicación de la rebaja del 10 por ciento, ya que 

las rebajas de pena de acuerdo a normatividad se deben tener como parte 

cumplida mas no se debe modificar la pena como lo asegura el Juzgado 

ejecutor. 

 

PRETENSION 

 

PRIMERO: Solicito respetuosamente proceda a revocar la decisión del 

Juzgado ejecutor y se tenga la rebaja del 10 por ciento como parte cumplida 

y se adecue al tiempo de privación de la libertad.   

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito en la carrera 8 No. 112b – 83 oficina 401 centro de Bogotá. 

Celular: 3178831734 

Correo electrónico: ep3416@gmail.com  

 

 

EDISSON H. PRIETO VILLAREAL 

C.C. No. 80.895.229 de Bogotá 

T.P No. 373.618 del Consejo Superior de la Judicatura. 
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RV: NI 106831 - J 23 AI 102 DEL 26/01/2024

Jhosep Fernando Velasquez Chitiva <jvelasqc@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 1/02/2024 10:21 AM
Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

1 archivos adjuntos (699 KB)
APELACION.pdf;

JHOSEP FERNANDO VELASQUEZ CHITIVA
CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS

JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA D.C

De: Edisson Prieto <ep3416@gmail.com>
Enviado: jueves, 1 de febrero de 2024 10:13 a. m.
Para: Jhosep Fernando Velasquez Chi�va <jvelasqc@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Ventanilla Centro Servicios
Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Re: NI 106831 - J 23 AI 102 DEL 26/01/2024
 
CORDIAL SALUDO

Me permito allegar recurso de apelación caso LUIS EDUARDO GARCIA. 

El lun, 29 ene 2024 a las 11:45, Jhosep Fernando Velasquez Chitiva
(<jvelasqc@cendoj.ramajudicial.gov.co>) escribió:

Buen día,

Le remito  AI 102 DEL 26/01/2024 para que se no�fique de lo allí dispuesto 
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JHOSEP FERNANDO VELASQUEZ CHITIVA
CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS

JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA D.C
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos
y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.

--
Saludos,

Att. Edisson Prieto Villarreal
Abogado 


